ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / APELACIÓN DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA / FACTOR OBJETIVO
La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes, en un proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, $216’000.000, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones que lo es la de la indemnización por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de la señora A. M. C. de U., supera la exigida para el efecto por aquella norma.
FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1988
DOCUMENTO PERIODÍSTICO / PUBLICACIÓN EN PRENSA / VALOR PROBATORIO DEL DOCUMENTO PERIODÍSTICO / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL
De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, las publicaciones efectuadas en periódicos no oficiales y las informaciones suministradas en otros medios de comunicación escrita, no pueden tenerse como prueba de los hechos que en ellos se informa. Dichas publicaciones sólo tienen valor probatorio para efectos de considerar que esa fue la noticia que se publicó, pero en manera alguna permiten acreditar la ocurrencia de los hechos que en ellos se expusieron. NOTA DE RELATORÍA: Referente al valor probatorio de las publicaciones en periódicos, consultar sentencia de 10 de junio de 2009, Exp. 18108, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.
ACREDITACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / MUERTE DE CIVIL - De director de la Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria del municipio de Milán, departamento de Caquetá / ASESINATO DEL ALCALDE
Está demostrado que el señor B. U. P. resultó muerto el 16 de febrero de 1997 en el municipio de Milán de Caquetá cuando en desarrollo de su función como director de la UMATA, acompañaba a su jefe E. M. O., alcalde del municipio de Solano, a una mesa de trabajo con la red de solidaridad social que se realizaría en el municipio de Florencia Caquetá.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / PRESUPUESTOS DE IMPUTACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / REGÍMENES DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD SUBJETIVA / FALLA DEL SERVICIO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / DAÑO ESPECIAL DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños les sean imputables. Conforme a esta norma, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede derivarse frente a todos los daños antijurídicos que sufran las personas, ni siquiera frente a todos los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus servidores, porque en todo caso se requiere que tales daños le sean atribuibles. Los criterios de atribución han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos regímenes básicos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado. NOTA DE RELATORÍA: Referente a los regímenes de la responsabilidad patrimonial del Estado, consultar sentencia de 01 de octubre de 2008, Exp. 16920, C.P. Ruth Stella Correa Palacio y sentencia de 09 de junio de 2010, Exp. 18536, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90 

DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL

[L]os daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la Administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas. NOTA DE RELATORÍA: Referente a la responsabilidad del Estado por hecho de un tercero, consultar sentencia de 23 de septiembre de 1994, Exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta; sentencia de 27 de enero 2000, Exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; sentencia de 15 de marzo de 1996, Exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes y sentencia de 28 de abril de 1994, Exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / FALLA EN EL SERVICIO DE SEGURIDAD / OMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL
Un repaso de la jurisprudencia de la Sección muestra que la Sala ha considerado que el Estado debe responder patrimonialmente a título de falla del servicio por omisión en el deber de prestar seguridad a las personas, cuando: a) Se deja a la población a merced de los grupos de delincuencia, sin brindarles ninguna protección, en especial cuando se tiene conocimiento de que los derechos de esa población vienen siendo desconocidos por grupos organizados al margen de la ley; b) se solicita protección especial, con justificación en las especiales condiciones de riesgo en que se encuentra la persona; c) no se solicita expresamente dicha protección pero es evidente que la persona la necesitaba, en consideración a que existían pruebas o indicios conocidos que permitieran asegurar que la persona se encontraba amenazada o expuesta a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus funciones. NOTA DE RELATORÍA: Referente a la responsabilidad del Estado por omisión en el deber de prestar seguridad a la población civil, consultar sentencia de 19 de junio de 1997, Exp. 11875, C.P. Daniel Suárez Hernández; sentencia de 30 de octubre de 1997, Exp. 10958, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia 5 de marzo de 1998, Exp. 10303, C.P. Ricardo Hoyos Duque. 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO - Probada / FALLA EN EL SERVICIO DE SEGURIDAD - Del Ministerio de Defensa Policía Nacional por omisión de protección del alcalde del municipio de Solano / ASESINATO DEL ALCALDE / AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO - Respecto del Ministerio del Interior 
[L]a Sala considera que está acreditada la responsabilidad de la Nación - Ministerio de Defensa – Policía Nacional, debido a que la muerte del señor B. U. P. ocurrió como consecuencia del ataque perpetrado por un grupo subversivo contra el alcalde del municipio de Solano, señor E. M. O., quien para la fecha de su muerte no contaba con protección de la Policía, la cual debía brindarse de forma oficiosa a quien ejercía la función de alcalde del municipio por las condiciones especiales de peligro de la zona. No se llega a idéntica conclusión en relación con la responsabilidad que se imputa a la Nación – Ministerio del Interior, toda vez que, en los términos de los artículo 2 y 5 de la ley 199 de 1995, y 5 y 6 del decreto n° 372 de 1996 , no era obligación de este organismo la protección del Alcalde del municipio de Solano, hecho en el que se concreta la falla del servicio; entre sus funciones están las de formular y adoptar las políticas correspondientes a los derechos y libertades fundamentales, el orden público, la paz, la convivencia ciudadana y la protección del derecho de libertad de religión y cultos; es decir no tiene funciones de ejecución en materia de seguridad, como sí sucede con la Policía Nacional a cuyo cargo estaba el deber de prestar seguridad al mencionado alcalde , en atención a los artículos 2 y 218 de la Constitución Política, de la Ley 62 de 1993, y del artículo 2 del Decreto n°. 2252 de 22 de diciembre de 1995, en las que se establecían las funciones de protección que corresponde a dicha institución. De lo anterior, infiere la Sala que la falla del servicio en el presente asunto es imputable al Ministerio de Defensa – Policía Nacional, en virtud de la omisión de protección del alcalde del municipio de Solano.
FUENTE FORMAL: LEY 199 DE 1995 - ARTÍCULO 2 / LEY 199 DE 1995 - ARTÍCULO 5 / DECRETO 372 DE 1996 - ARTÍCULO 5 / DECRETO 372 DE 1996 - ARTÍCULO 6 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 2 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 218 / LEY 62 DE 1993 / DECRETO 2252 DE 1995 - ARTÍCULO 2

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá, D.C., nueve (9) de abril de dos mil doce (2012)
Radicación número: 18001-23-31-000-1999-00017-01(22710)
Actor: ALEIDA MARÍA CARDONA DE URIBE Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL Y MINISTERIO DEL INTERIOR
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, el 14 de Marzo de 2002, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda; la cual será revocada.
I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado el 18 de diciembre de 1998, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la señora Aleida María Cardona de Uribe quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos Bernardo y Luz Amparo Cardona Uribe; y las señoras Sandra Milena y Claudia Patricia Cardona Uribe quienes actúan en nombre propio, formularon demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y el Ministerio del Interior, para que se declarara a la entidad patrimonialmente responsable de los perjuicios que sufrieron como consecuencia de la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla fallecido el 16 de febrero de 1997 en la inspección de San Antonio de Gentuchá, municipio de Milán Caquetá, cuando en ejercicio de sus funciones como jefe de la UMATA del municipio de Solano, se encontraba acompañando a su jefe el Alcalde de dicho municipio. 

A título de indemnización se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: (i) por perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente: $3’000.000, por concepto de gastos funerarios y diligencias judiciales; en la modalidad de lucro cesante para Aleida María Cardona de Uribe la suma de $216’000.000, y para los hijos menores, Bernardo y Luz Amparo Uribe Cardona el monto que reconoce la ley y la jurisprudencia (ii) por perjuicios morales, el equivalente en moneda legal a 2.000 gramos de oro, para cada uno de los demandantes, por el profundo trauma síquico que produce la muerte de un ser querido producto de la omisión de protección del Ejército Nacional y del Ministerio del Interior entidad que tienen el deber constitucional de velar por la vida de los asociados.

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son, en resumen, los siguientes: 

(i) El señor Bernardo Uribe Portilla desde el 28 de agosto de 1996 fue designado como Jefe de Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria UMATA del municipio de Solano – Caquetá, y ejerció su cargo hasta el 16 de febrero de 1997, fecha en la cual fue asesinado por la guerrilla de las FARC cuando desarrollaba funciones públicas propias de su cargo.

(ii) En el momento de su muerte el señor Bernardo Uribe Portilla acompañaba  a su jefe el Alcalde de Solano – Caquetá, Edilberto Murillo Ortega, a una mesa de trabajo de la Red de Solidaridad en el municipio de Florencia, cuando fueron atacados por subversivos de las FARC, sin que pudieran contrarrestar el ataque debido a que no tenían medio de defensa alguno y no había efectivos en la estación de Policía de San Antonio de Getuchá del municipio de Solano – Caquetá.    

(iii) Los empleados del municipio de Solano no habían solicitado protección a las autoridades por cuanto era de pleno conocimiento del Ministerio de Defensa - Ejército Nacional y del Ministerio del Interior, que en menos de 7 meses habían asesinado a los dos Alcaldes anteriores del municipio de Solano en el mismo lugar de San Antonio de Getuchá municipio de Milán – Caquetá. 

(iv) El municipio de Solano se encuentra ubicado al sur del departamento del Caquetá y es un territorio en donde operan grupos subversivos así como miembros de la fuerza pública que tienen la misión de controlar el orden público, y para la fecha de la muerte, en la inspección de San Antonio de Getuchá no había puesto de policía, pues lo que operaba era el frente 15 de las FARC que hacía sus recorridos normales en la población. 

(v) Como consecuencia de esos hechos, los demandantes han sufrido profundos traumas emocionales y de salud particularmente por la forma intempestiva y violenta de la muerte de su esposo y padre. 

3. La oposición de la demandada

En el auto admisorio de la demanda, el a quo dispuso su notificación de la Nación a través del Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y del Ministerio del Interior a su vez  a través del Gobernador del departamento de Caquetá. La notificación se llevó a cabo de manera regular y ambos ministerios dieron respuesta a la demanda, con los siguientes argumentos: 

3.1 El Ministerio del Interior se opuso a las pretensiones de la demanda. Adujo que los daños padecidos por los demandantes son imputables a terceros que no tienen relación alguna con la actividad del Estado; argumentó que endilgar responsabilidad del Estado en casos como el presente implicaría imponerle una obligación imposible de cumplir, cual sería la de impedir que se presenten actividades delincuenciales en cualquier parte del territorio.

Señaló que en el presente asunto no se acreditó en el proceso la presunta omisión del Estado, debido a que no se conocía con anterioridad de la posibilidad de que se presentara el hecho en la forma en que se produjo, para poder actuar con diligencia y prevenirlo.

Propuso la excepción de falta de legitimidad en la causa por pasiva, con fundamento en que no es al Ministerio del Interior al que le corresponde el control del orden público y menos tomar medidas de prevención pues de conformidad con el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo y el decreto 372 de 1996, su función es de dirección y de coordinación con las entidades territoriales sobre el control del orden público, pero el control del mismo en estricto sentido se lleva a cabo por el Ministerio de Defensa y sus órganos adscritos.  

3.2. El Ejército Nacional de forma sucinta, se opuso a las pretensiones de la demanda. Adujo que la causa del daño en el presente asunto fue el hecho de un tercero, por lo cual se configura una de las causales de exoneración de responsabilidad del Estado; señaló que en el presente asunto no se demostraron los elementos axiológicos que configuran la falla del servicio en cabeza del Estado. 

4. La sentencia recurrida

El Tribunal a quo negó las pretensiones de la demanda y para fundamentar su decisión, señaló que en el expediente no se acreditó la omisión de la obligación a cargo del Estado, toda vez que no es posible mantener un dispositivo especial para algunos funcionarios que no están amenazados o por trabajar en zonas de orden público alteradas.

Señaló que la obligación de protección se concreta cuando la persona en especial situación de riesgo reclame protección a la Policía Nacional o cuando no existiendo tal solicitud hay notoriedad pública de inminente peligro para el ciudadano que hace forzosa la intervención de la autoridad; pero que dado a que en el presente asunto el señor Bernardo Uribe Portillo no solicitó protección alguna a su integridad, ni se estableció la existencia de notoriedad alguna de peligro pues las amenazas estaban dirigidas a los alcaldes y no en contra de los empleados públicos del municipio, no se acreditó la omisión por parte del Estado que configure la falla del servicio alegada. 

Negó la responsabilidad del Ministerio del Interior con fundamento en que de conformidad con la Constitución y las Leyes lo que  a dicho Ministerio corresponde es la formulación y adopción de políticas en materia de paz y orden publico, pero no la protección del señor Bernardo Uribe portilla; Al respecto precisó, que en relación con la protección de la vida e integridad de las personas residentes en el país dicha función corresponde al Ministerio de Defensa - Policía Nacional, institución ésta que fue la que debió haberse demandado en el presente asunto, pero que este hecho no constituye un vicio sustancial debido a que finalmente la acción se dirigió contra la Nación como persona jurídica de la cual hacen parte el Ministerio de Defensa y a él están adscritas la fuerza pública y la Policía Nacional.        

5. Razones de apelación.

La parte actora solicitó que se revocara la sentencia impugnada  y que se accediera a las pretensiones de la demanda. Fundamentó su inconformidad con el fallo de primera instancia, con los siguientes argumentos:

(i) Que los daños padecidos por los demandantes son imputables al Estado debido a que la acción de los antisociales fue facilitada por la omisión de protección por parte de éste, al alcalde de Solano y a su colaborador el señor Bernardo  Uribe Portillo en un viaje riesgoso que se vieron obligados a hacer por vía fluvial en ejercicio de sus funciones, cuando intentaban asistir a la reunión de la red de solidaridad social en Florencia – Caquetá.  

(ii) Que la muerte del Alcalde y su colaborador el señor Uribe Portillo tuvo por causa la realización de un riesgo creado lícitamente por la administración en cumplimiento de sus funciones que tenían carácter concreto, excepcional y especial, circunstancia que sumada a la situación especial de orden publico de alto riesgo, generaba que no fuera necesario que las personas muertas pidieran protección al Estado pues este era su deber, toda vez que se tenía conocimiento de la situación de peligro y que con la protección adecuada  podría haber evitado la causación del daño; como sí lo hicieron con los demás alcaldes después de la muerte de estos funcionarios.  

(iii) Manifestó que la sentencia proferida por el  a quo carece de veracidad probatoria como quiera que no se tuvieron en cuentas las pruebas que acreditan la notoriedad pública del inminente peligro en que se encontraban los servidores públicos en el municipio de Solano - Caquetá, puesto que habían asesinado a los dos alcaldes anteriores en menos de cuatro meses. 

(iv) Concluyó que el asesinato del señor Bernardo Portillo ocurrió por estar acompañando a su jefe el alcalde Edilberto Murillo Ortega que era objetivo militar para los grupos subversivos que operaban en la localidad del municipio de Solano y San Antonio de Getuchá, como también fueron objetivo militar los dos alcaldes que lo antecedieron en el poder. 

Finalmente anotó que de la lectura de la demanda se deduce que la responsabilidad se imputa a la Nación Colombiana Ministerio del Interior y la Nación Colombiana - Ministerio de Defensa, con lo cual se determina que el centro de imputación es la Nación Colombiana.

6. Intervenciones en esta instancia 

Del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones hizo uso la parte demandada Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional. 

6.1. La Nación-Ministerio de Defensa- Ejército Nacional solicitó que se confirmara la sentencia, reiteró los argumentos expuesto en la oposición de la demanda.

Agregó que el Estado no esta obligado a lo imposible en materia de responsabilidad y menos cuando como en los presentes hechos no ha participado ni por acción, ni por omisión, de ahí que este daño no le es imputable pues  no se acreditó la omisión de la obligación a su cargo ya que no es posible para éste mantener un dispositivo especial para algunos servidores que no están amenazados o por que  laboren en zonas donde hay circunstancias de orden público alteradas.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes, en un proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, $216’000.000, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones que lo es la de la indemnización por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de la señora Aleida María Cardona de Uribe, supera la exigida para el efecto por aquella norma 
.

2. Precisión sobre las partes en este proceso. 

2.1. Cabe destacar que la señora Aleida María Cardona de Uribe quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos Bernardo, Luz amparo Cardona Uribe, y Sandra Milena y Claudia Patricia Cardona Uribe (fls.1-7 poderes c.ppal) conforme la parte actora. 

2.2. En cuanto a la parte demandada, los actores dirigieron la demanda en contra de la Nación Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y el Ministerio del Interior. En primera instancia se negó la responsabilidad en relación con el Ministerio del Interior con fundamento en que a éste no le correspondía la protección del señor Bernardo Uribe portilla, y que dicha función estaba a cargo del Ministerio de Defensa - Policía Nacional, institución que aunque no fue demandada en el presente asunto, tal situación no configura un vicio sustancial debido a que finalmente la acción se dirigió contra la Nación como persona jurídica, de la cual hacen parte el Ministerio de Defensa y a él están adscritas la Fuerza pública y la Policía Nacional.  En el recurso de apelación la parte demandante señaló que la demanda estaba dirigida contra la Nación Colombiana.

La Sala precisa que en relación con la parte demandada en el presente asunto, es evidente que la persona jurídica que debe resistir el petitum contenido en la demanda es la Nación Colombiana, entidad que tiene la personería jurídica y que se hizo parte en el proceso por intermedio de quien, por las pretensiones formuladas, se encontraba en el deber de representarla. Cabe precisar que en sede de imputación se definirá según lo demostrado en el proceso, a cargo de que institución adscrita a la Nación se deba hacer el pago en el presente asunto.
3. Sobre las pruebas que habrán de valorarse en el proceso

Valga señalar, previamente, que en relación con todos los hechos que son objeto de esta controversia, se valorarán: (i) las pruebas documentales aportadas por las partes en la demanda y su contestación; (ii) los testimonios practicados por el a quo; (iii) los oficios remitidos por distintas autoridades, en respuesta al a quo, (iv) las copias auténticas de las diligencias previas que adelantó la Fiscalía delegada ante los jueces penales del circuito especializado de Florencia bajo el radicado No. 6085, por los hechos ocurridos en el  municipio de Milán – Caquetá el día 16 de febrero de 1997. 

En relación con esta última prueba, precisa la Sala que los testimonios recepcionados en dichos procesos no podrán ser valorados, dado que no fueron ratificados en el presente proceso y su traslado no fue solicitado por el demandado, parte contra la que se oponen (artículo 229 del Código de Procedimiento Civil); la prueba documental trasladada de dicho proceso, sí puede ser apreciada sin ninguna limitación por esta Sala, toda vez que ésta estuvo en el expediente a disposición de la parte demandada, quien tuvo la oportunidad de controvertirla
, sin que le hiciera reproche alguno.
3.1. En relación con los recortes de periódicos que fueron traídos con la demanda, estos carecen de valor probatorio para demostrar la ocurrencia de los hechos que dieron lugar a este proceso, apenas permiten tener certeza sobre la publicación de la noticia de la muerte de los señores Bernardo Uribe Portilla y Edilberto Murillo Ortega. En efecto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, las publicaciones efectuadas en periódicos no oficiales y las informaciones suministradas en otros medios de comunicación escrita, no pueden tenerse como prueba de los hechos que en ellos se informa. Dichas publicaciones sólo tienen valor probatorio para efectos de considerar que esa fue la noticia que se publicó, pero en manera alguna permiten acreditar la ocurrencia de los hechos que en ellos se expusieron
. 
4. Sobre la prueba de los daños aducidos en la demanda

Está demostrado en el proceso que el señor BERNARDO URIBE PORTILLA falleció el 16 de febrero de 1997, en el municipio de Milán, Caquetá, según se acreditó con el registro civil de defunción, y con el acta de necropsia en la cual figura que la causa de la muerte fue “ Un shock neurogénico, debido a laceraciones de hemisferios cerebrales, secundario a heridas por proyectiles de armas de fuego” (flls. 13-15 c.1, fl. 7 c.2). 

1.2. Igualmente, está acreditado que la muerte del señor BERNARDO URIBE PORTILLA causó daños a los demandantes, quienes acreditaron el vínculo que los unía con el occiso, así: 

(i) La señora Aleida María Cardona García, demostró ser la esposa de la víctima  (registro civil del matrimonio de éstos fl. 4 C. de pruebas).

(ii) Bernardo, Luz amparo, Sandra Milena y Claudia Patricia Uribe Cardona, acreditaron ser hijos del occiso con su registro civil de nacimiento (fls. 4-6 c. de pruebas).

Así mismo, obran las declaraciones de FABIO ÁLVAREZ GUEVARA, TERESA JULIA ARBELÁEZ DE VARGAS Y MARÍA ADIELA SERNA CADENA Y JOSÉ DANILO MONTES SALAZAR (fls. 88-96 c.1), amigos de la familia de la víctima, en los cuales se indicó que  el matrimonio de la familia Uribe Cárdena era normal y que la víctima era el que sostenía a su familia, porque ninguno de los demás miembros trabajaban.

Las declaraciones antes señaladas, la demostración del vínculo matrimonial entre la víctima y la señora Aleida María Cardona García, así como del parentesco en el primero grado de consanguinidad entre el fallecido y los demás demandantes unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que estos sufrieron con la muerte de aquél. 

5. El hecho causante del daño 

5.1. Está demostrado que el señor Bernardo Uribe Portilla resultó muerto el 16 de febrero de 1997 en el municipio de Milán de Caquetá cuando en desarrollo de su función como director de la UMATA, acompañaba a su jefe Edilberto Murillo Ortega, alcalde del municipio de Solano, a una mesa de trabajo con la red de solidaridad social que se realizaría en el municipio de Florencia caquetá. Este hecho esta acreditado con:

La declaración rendida ante el  a quo  por el señor Silvio Rubiano Suárez, quien para la fecha de la muerte era el Secretario de Gobierno del Departamento del Caquetá, en la que  señaló:

“MANIFESTO: en febrero de 1997, mes en que ocurrió la muerte del señor Uribe Portilla, quien desempeñaba el cargo de jefe de la UMATA del municipio de Solano, yo ejercía las funciones de Secretario de Gobierno departamental. En esa oportunidad también fue asesinado el Alcalde Edilberto Murillo Ortega a quien habíamos nombrado en ese cargo en el mes de noviembre de 1996. en junio de 1996. (…) en cuanto a la muerte del Alcalde Murillo Ortega y de Bernardo Uribe según los medios de comunicación que circularon en esa época tratando ese feroz asesinato, se decía que se habían captado unas comunicaciones de los subversivos en donde manifiestan que el alcalde Murillo Ortega y el jefe de la UMATA habían ajusticiado por colaborar con las convivir. (…) PREGUNTANDO: Supo usted por que estando trabajando el señor Uribe Portilla trabajando como director de la UMATA Solano aparece muerto en el municipio de Milán? CONTESTO: Si, el Alcalde Murillo Ortega junto con su jefe de UMATA salieron de su sede hacia la capital departamental para asistir al día siguiente a una reunión de la Red de solidaridad. Como ellos viajaban en el deslizador que cubría la ruta Solano – San Antonio de Getuchá  - Milán – Florencia, hicieron el arribo de itinerario que se sucedía en esta inspección jurisdicción del municipio de Milán. Por esta razón los funcionarios ya mencionados aparecieron muertos en esta inspección de San Antonio Getuchá que es jurisdicción del municipio de Milán” (subrayas fuera de texto) (fls. 38-40 c.1).         

- La denuncia presentada por el Oficial del Ejército Bernardo Antonio Cortes Domínguez, ante el Juez único promiscuo municipal de Milán, contra algunos miembros del frente 49 de las FARC, por el homicidio de los señores Edilberto Murillo Ortega Alcalde del municipio de Solano y Bernardo Uribe Portilla director de la UMATA ocurrida el 16 de febrero de 1997 en la inspección municipal de San Antonio de Getuchá – municipio de Milán (fls. 138-139 c.1)
.

- Certificación expedida por el Alcalde de Solano en la que consta que el señor Bernardo Uribe Portilla era el jefe de la Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria UMATA con una asignación básica mensual de $594.484 (fl. 105 c.1).

6. La responsabilidad del Estado por los daños causados por actos terroristas. 

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños les sean imputables. Conforme a esta norma, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede derivarse frente a todos los daños antijurídicos que sufran las personas, ni siquiera frente a todos los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus servidores, porque en todo caso se requiere que tales daños le sean atribuibles
.

Los criterios de atribución han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos regímenes básicos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado. 
Los daños antijurídicos causados por terceros ajenos al Estado, en tanto constitutivos de causa extraña, no le son imputables a éste, salvo cuando el hecho del tercero ha sido facilitado por el mismo Estado, por ejemplo, por haber omitido su deber de protección de los asociados o cuando tales daños constituyen la concreción del riesgo creado de manera consciente y lícita por el Estado, como ocurre con los daños producidos con ocasión de una actuación policiva dirigida a detener a un delincuente que huye armado, o los daños causados a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones. 

Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la Administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
.

También ha determinado la Sala la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la Administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general. Ha dicho la Sala:

“En otros eventos (...) la imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

Para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal
.
Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley. Ha precisado la Sala:
“Si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como una forma de expresión, por sus propias características cierra las puertas a una posible responsabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad pública y como ya se ha dicho, los deberes del Estado, que son irrenunciables y obligatorios, no significan que sea por principio omnisciente, omnipresente ni omnipotente, para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia”
.

En síntesis, los daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la Administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas
.

En relación con la responsabilidad del Estado por la omisión de prestar el servicio de seguridad a sus funcionarios, se precisa que los artículos 2 y 218 de la Constitución Política, en su orden establecen que “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”, y que a la Policía Nacional corresponde el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz, deberes que luego se precisaron en la ley 62 de 1993, por la cual se expiden normas sobre la Policía Nacional
.

De acuerdo con las normas citadas, la razón de ser de las autoridades públicas y en particular la de la Policía Nacional, es la de defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Omitir el cumplimiento de esas funciones genera responsabilidad institucional, que de ser continua pone en tela de juicio su legitimación. Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas por parte de las demás autoridades públicas y particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los mismos
. 

Un repaso de la jurisprudencia de la Sección muestra que la Sala ha considerado que el Estado debe responder patrimonialmente a título de falla del servicio por omisión en el deber de prestar seguridad a las personas, cuando: a) Se deja a la población a merced de los grupos de delincuencia, sin brindarles ninguna protección, en especial cuando se tiene conocimiento de que los derechos de esa población vienen siendo desconocidos por grupos organizados al margen de la ley; b) se solicita protección especial, con justificación en las especiales condiciones de riesgo en que se encuentra la persona; c) no se solicita expresamente dicha protección pero es evidente que la persona la necesitaba, en consideración a que existían pruebas o indicios conocidos que permitieran asegurar que la persona se encontraba amenazada o expuesta a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus funciones
.

7. La imputación del daño al Estado en el caso concreto

Del análisis de las pruebas que obran en el expediente se concluye que los daños sufridos por los demandantes Aleida María Cardona de Uribe, Bernardo, Luz Amparo, Sandra Milena y Claudia Patricia Cardona Uribe, con ocasión de la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla, se produjeron como consecuencia del ataque armado dirigido contra el alcalde del municipio de Solano quien era objetivo militar y no gozaba de protección del Estado.

En efecto, se encuentra acreditado que el señor Edilberto Murillo Ortega por su condición de alcalde del municipio de Solano era objetivo militar de la subversión que operaba en el departamento del Caquetá, y que a pesar de la situación de peligro notorio por la que atravesaba el municipio, donde habían sido asesinados los alcaldes que lo antecedieron, no contó con protección el día de su muerte, hecho en el que también resultó muerto el señor Bernardo Uribe Portilla quien lo acompañaba en cumplimiento de su función como Jefe de la UMATA. Este hecho se encuentra acreditado con:

- La certificación expedida por el Secretario de Gobierno de Caquetá en la que consta que en el municipio de Solano en el período comprendido entre el 20 de junio y el 6 de octubre de 1996, fueron asesinados de forma sucesiva dos alcaldes del municipio, y posteriormente el 16 de febrero de 1997 resultó muerto el señor Edilberto Murillo Ortega, al respecto señala:

“A continuación  le relaciono los Alcaldes que fueron nombrados en el municipio de Solano para el período comprendido del 1 de enero de 1995 al 31 de diciembre de 1997, según consta en los archivos de esta secretaría así:

- Señor Demetrio Quintero Rentería (q.e.d.p) elegido popularmente como Alcalde    municipal de Solano, quien fuera asesinado el 20 de junio de 1996

- En consecuencia se nombró mediante decreto 0970 del 2 de agosto al señor Edilberto Hidalgo Anturri (q.e.d.p.) quien se desempeño hasta el 6 de octubre de 1996, cuando fue asesinado en San Antonio de Getuchá.

- Señor Edilberto Murillo Ortega (q.e.d.p.) nombrado con decreto 1234 del 27 de noviembre de 1996, se desempeñó hasta el 17 de febrero de 1997, fecha en la cual fue asesinado en San Antonio de Getuchá. (…)”.   

-  La declaración ya referida por la Sala del señor Silvio Rubiano Suárez,  en la que en su condición de exsecretario de Gobierno del departamento de Caquetá, afirma que le consta que los Alcaldes de Caquetá eran víctimas de constantes amenazas, y que a pesar de la violencia generada por los grupos subversivos en el departamento, ningún funcionario del departamento contaba con protección militar, al respecto señaló:

“PREGUNTANDO: díganos si al momento de ocurrir la muerte del señor Uribe Portilla este contaba con alguna protección especial por parte de la fuerzas del estado. CONTESTO: Como no existía seguridad personal para ningún funcionario en este municipio, pese a las públicas amenazas, para el señor Uribe Portilla tampoco podía existir protección alguna en particular. Debo precisar que para el caso de la Alcaldesa Sandra Liliana ya se le ofreció la protección debida como lo señalaba en la respuesta anterior, lo cual le permitió terminar el período sin fatales consecuencias (…)  PREGUNTANDO: Díganos si era ampliamente conocido en el departamento de caquetá la situación difícil que tenían el alcalde y los empleados del municipio de Solano para el ejercicio de las funciones frente a las amenazas que usted nos ha mencionado. CONTESTO: En el período 1994 – 1997 de los alcaldes populares del país los alcaldes del Caquetá en general sufrieron toda clase de violencia por parte de los grupos subversivos que operaban nuestro departamento. Era así como muchos alcaldes para citar algunos Currillo, San José del Fragua y creo que Milán, despachaban desde Florencia, por cuanto eran víctimas de constantes amenazas. Pero el caso particular de Solano pues no solamente llegó a amenazas sino que se presentaron hechos lamentables como la muerte de tres alcaldes y un jefe de la UMATA en un período relativamente corto. Y se decía también que los jefes de UMATA de estos municipios como Milán, Cartagena del Chairá, Solano, creo que Paujil, eran sindicados por los subversivos de estar difundiendo mensajes de las Convivir, por lo cual estaban lógicamente amenazados”. 
Por otra parte, es claro para la Sala que era de notorio conocimiento los niveles de inseguridad por los que atravesaba el departamento del Caquetá. Al respecto cabe resaltar que el Gobierno Nacional  a través del Ministerio de Defensa expidió el Decreto 871 del 13 de mayo 1996
 en el que declaró como zona especial de orden público los departamentos del Caquetá, Guaviare, Vaupés, Meta y Vichada debido a que en estos lugares las organizaciones criminales y terroristas habían concentrado sus aparatos de fuerza con el objetivo de desestabilizar la seguridad y convivencia ciudadana. En ese orden de ideas la declaratoria de zona especial de orden público tenía como finalidad duplicar medidas especificas para conjurar las causas de perturbación del orden público e impedir la extensión de sus efectos; acción que no se concretó a favor de la primera autoridad del municipio de Solano, omitiendo así el Estado la protección debida al funcionario que permitiera evitar o enfrentar efectivamente el ataque ocurrido.

Si bien está acreditado que los señores Bernardo Uribe Portillo y Edilberto Murillo Ortega no solicitaron protección a los organismos de protección del Caquetá, tal como se infiere de las afirmaciones hechas por los demandantes en las alegaciones dentro del proceso y de las certificaciones enviadas al  a quo  por  el Director Seccional del DAS Caquetá, El comandante de la Policía del Caquetá, el Jefe Seccional de Policía Judicial e Investigativa y el Teniente Coronel 2do comandante y JEM Decimosegunda Brigada (e) (fls. 1-7 c.4, 1-2 c.3),  no es menos cierto que para la época de los hechos, se presentó una alteración del orden público frente a las amenazas y los hechos cometidos por los grupos al margen de la ley, de tal magnitud, que ameritaban que oficiosamente la Policía Nacional debiera escoltar permanentemente y de manera especial al Alcalde de la población, responsabilidad que omitió como quedó demostrado. 

En consecuencia, la Sala considera que está acreditada la responsabilidad de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, debido a que la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla ocurrió como consecuencia del ataque perpetrado por un grupo subversivo contra el alcalde del municipio de Solano, señor Edilberto Murillo Ortega, quien para la fecha de su muerte no contaba con protección de la Policía, la cual debía brindarse de forma oficiosa a quien ejercía la función de alcalde del municipio por las condiciones especiales de peligro de la zona. 

No se llega a idéntica conclusión en relación con la responsabilidad que se imputa a la Nación – Ministerio del Interior, toda vez que, en los términos de los artículo 2 y 5 de la ley 199 de 1995, y 5 y 6 del decreto n° 372 de 1996
, no era obligación de este organismo la protección del Alcalde del municipio de Solano, hecho en el que se concreta la falla del servicio; entre sus funciones están las de formular y adoptar las políticas correspondientes a los derechos y libertades fundamentales, el orden público, la paz, la convivencia ciudadana y la protección del derecho de libertad de religión y cultos; es decir no tiene funciones de ejecución en materia de seguridad, como sí sucede con la Policía Nacional a cuyo cargo estaba el deber de prestar seguridad al mencionado alcalde
, en atención a los artículos 2 y 218 de la Constitución Política, de la Ley 62 de 1993
, y del artículo 2 del Decreto n°. 2252 de 22 de diciembre de 1995
, en las que se establecían las funciones de protección que corresponde a dicha institución.

De lo anterior, infiere la Sala que la falla del servicio en el presente asunto es imputable al Ministerio de Defensa – Policía Nacional, en virtud de la omisión de protección del alcalde del municipio de Solano. 

8. La indemnización del perjuicio

8.1. Perjuicios Morales

Según se indicó, los demandantes en este proceso acreditaron el perjuicio moral que sufrieron con la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla, por lo tanto, se condenará al pago de indemnización por este concepto, así: (i) para la esposa Aleida María Cárdena García, y para los hijos Bernardo, Luz Amparo, Sandra Milena y Claudia Patricia Uribe Cardona, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes
, para cada uno.
8.2. Perjuicio Materiales

8.2.1 Daño emergente

La parte actora a quién corresponde la carga de demostrar la configuración de dicho perjuicio, no allegó al proceso las pruebas que permitieran a la Sala concluir que, como consecuencia de la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla, le correspondió a sus familiares, con su propio patrimonio, realizar algún tipo de gasto o egreso o que haya sufrido un deterioro, reducción o merma del mismo por la pérdida de los activos que lo componen, razón por la cual la Sala negará la pretensión formulada, en el sentido de que le sean reconocidos esta clase de perjuicios.

8.2.2. Lucro cesante

Se solicitó en la demanda, indemnización por daño material en la modalidad de lucro cesante a favor de la esposa y los hijos menores de la víctima, toda vez que con la actividad que realizaba atendía económicamente a su sostenimiento. 

Respecto de la actividad económica de la víctima obra la certificación expedida por el Alcalde municipal de Solano Caquetá  en la cual se indicó que el señor Bernardo Uribe Portilla era el jefe de la Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria UMATA con una asignación básica mensual de $594.484.

Lo anterior le permite afirmar a la Sala que, en el proceso se demostró que la víctima desempeñaba una actividad lícita por la que recibía unos ingresos. Para determinar la renta, se tendrá en cuenta el salario que la víctima percibía, esto es, la suma de $594.484, incrementado en el 25% por concepto de prestaciones sociales, lo que arroja la suma de $743.105. De esa suma se descuenta el 25% que la Sala infiere que el productor de la renta dedicaba a su propio sostenimiento, dado que su remuneración la compartía con sus cinco hijos y su compañera. Así las cosas, la suma corresponde a $557.329. Esa renta, actualizada a la fecha de esta sentencia, conforme a la variación de precios al consumidor certificada por el DANE, equivale a $1’548.011,73, según el siguiente cálculo: 

Vp = Vh índice final       
              índice inicial




Donde:

Vp: Valor presente de la renta: 

Vh: capital histórico o suma que se actualiza: $557.329
Índice final certificado por el DANE a la fecha de esta sentencia: 110.63

Índice inicial: el de la fecha de la muerte: 39.83

Vp = $557.329  110.63 (IPC enero/11)       

                          39.83 (IPC dic/92)

Vp. = $1’548.011,73
Por lo tanto, la renta que se tendrá en cuenta para la liquidación será de $1’548.011,73, la cual dividirá la mitad para esposa y la otra mitad por partes iguales para los hijos, lo cual arroja como resultado para realizar la liquidación de cada uno de estos afectados, las siguientes sumas: para Aleida María Cardona de Uribe $774.005.86, para Bernardo Uribe Cardona y Luz Amparo Uribe Cardona la suma de $387.002.9 para cada uno.
-Período a indemnizar: 

Para la señora Aleida María Cardona de Uribe: por el término de la vida probable del señor Bernardo Uribe Portilla calculada a la fecha de su muerte (16 de febrero de 1997), de acuerdo con la resolución 1112 de 2007, expedida por la Superintendencia Financiera, mediante la cual se adopta la tabla de mortalidad de los asegurados, que era de 30.35 años (fl. 3 cd. 1).

Para Bernardo Uribe Cardona: hasta el 19 de mayo de 2009, y Luz Amparo Uribe Cardona hasta el 13 de septiembre de 2007, fechas en las cuales cumplieron los 25 años de edad. 
Para Aleida María Cardona de Uribe:
Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $774.005.86

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (16 de febrero de 1997) hasta la fecha de la sentencia.

S= $774.005.86   (1 + 0.004867)180.12   - 1
                  0.004867        

S= $222’281.126,23
Indemnización futura

Que abarca desde la fecha de esta sentencia, hasta la vida probable de la víctima, 100.2 meses.  

S = Ra (1 + i)n - 1
              i(1 + i)n

S = $774.005.86              (1+0.004867)100.2     -   1     


       0.004867(1.004867)100.2
S= $61’262.047,94

Total lucro cesante a favor de la señora Aleida María Cardona de Uribe $222’281.126,23 + $61’262.047,94= $283’543.174.1
Bernardo Uribe Cardona:

Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $387.002.9

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (16 de febrero de 1997) hasta la fecha en que cumplió los 25 años.

Donde:

S= $387.002.9  (1 + 0.004867)190.27 - 1
                          0.004867        

S= $120’771.495,69

Luz Amparo Uribe Cardona

Indemnización debida o consolidada.

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a 387.002.9

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde el día de ocurrencia del hecho (16 de febrero de 1997) hasta la fecha en que cumplió los 25 años.

S= $387.002.9  (1 + 0.004867)126.25 - 1
                  0.004867        

S= $67.262.524.55

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA   
REVÓCASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, el 14 de marzo de 2002, la cual quedará así:

PRIMERO: Declárase patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por los perjuicios sufridos por las señora Aleida María Cardona García, y Bernardo, Luz Amparo, Sandra Milena y Claudia Patricia Uribe Cardona, con ocasión de la muerte del señor Bernardo Uribe Portilla, ocurrida el 16 de febrero de 1997 en el municipio de Milán departamento de Caquetá.

SEGUNDO: En consecuencia, CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar, por concepto de indemnización los perjuicios sufridos por los demandantes así: (i) Para la señora Aleida María Cárdena García por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante el monto de doscientos ochenta y tres millones quinientos cuarenta y tres mil ciento setenta y cuatro pesos con un centavo ($283’543.174.1) y por perjuicios morales la suma correspondiente a 100 SMLMV; (ii) Para Bernardo Uribe Cardona por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante el monto de ciento veinte millones setecientos setenta y un mil cuatrocientos noventa y cinco pesos con sesenta y nueve centavos  ($120’771.495,69) y por perjuicio morales la suma correspondiente a 100 SMLMV  (iii) Para Luz Amparo Uribe Cardona por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante el monto de sesenta y siente millones doscientos sesenta y dos mil quinientos veinticuatro pesos con cincuenta y cinco centavos ($67.262.524.55) y por perjuicios morales la suma correspondiente a 100 SMLMV (iv) para Sandra Milena y Claudia Patricia Uribe Cardona la suma de 100 SMLMV para cada una por concepto de perjuicios morales. 

CUARTO: NIÉGANSE las demás súplicas de la demanda. 

QUINTO: La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A
SEXTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE
DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO        RUTH STELLA CORREA PALACIO                   

� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de directa en el año de 2000 tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $26.390.000. 





� Sobre este aspecto, consultar la sentencia proferida por esta Sala el 14 de octubre de 2011, exp 21724, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� En relación con el valor probatorio de las publicaciones en periódicos la Sala, en sentencia de 10 de junio de 2009. exp. 18.108. M.P. Ruth Stella Correa Palacio, expuso el siguiente criterio: “Y, de otra parte, unos periódicos que según la parte demandante corresponden a publicaciones realizadas en los periódicos El Tiempo y El Nuevo Día, respectivamente, con los cuales pretendió demostrar las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que ocurrió el accidente y la responsabilidad de la entidad demandada. No obstante, esos documentos carecen por completo de valor probatorio, porque se desconoce su autor y su contenido no ha sido ratificado y, adicionalmente, por tratarse de las informaciones publicadas en diarios no pueden ser consideradas dentro de un proceso como una prueba testimonial, dado que carecen de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio, en particular porque no fueron suministradas ante un funcionario judicial, no fueron rendidas bajo la solemnidad del juramento, ni el comunicador dio cuenta de su dicho (art. 227 C.P.C.), y por el contrario, éste tenía el derecho a reservarse sus fuentes. Estos artículos pueden ser apreciados como prueba documental y por lo tanto, dan certeza de la existencia de las informaciones, pero no de la veracidad de su contenido. Debe recordarse que el documento declarativo difiere de la prueba testimonial documentada. Por lo tanto, si bien el documento puede contener una declaración de tercero, el contenido del mismo no puede ser apreciado como un testimonio, es decir, la prueba documental en este caso da cuenta de la existencia de la afirmación del tercero, pero las afirmaciones allí expresadas deben ser ratificadas ante el juez, con el cumplimiento de los demás requisitos para que puedan ser apreciadas como prueba testimonial.” Sobre el valor probatorio de los artículos de prensa, ver sentencia de 15 de junio de 2000, exp. 13.338. 





� La Sala le da valor a esta prueba toda vez que fue elaborada por la parte demandada, con lo que se entiende que garantiza el principio de contradicción de la prueba.


� Se reiteran los planteamientos esgrimidos en las sentencia de la Sección Tercera de octubre 1 de 2008, exp. 16920 y junio 9 de 2010, exp. 18536, ambas con ponencia de quien proyecta este fallo. 


� Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández, entre otras.





� Sentencia del 10 de agosto de 2000, exp. 11518, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; en el mismo sentido, sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834, C.P. Alier Hernández.  





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta.





� Sentencia de 27 de enero 2000, exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, sentencias de 15 de marzo de 1996, exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras.





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta.





� El artículo 1 de dicha ley establece: “Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las autoridades de la República y como cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida honra bienes, creencias y demás derechos y  libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Así mismo, para el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz”.


� “Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance”. Sentencia del 15 de febrero de 1996, exp: 9940.





� Ver, entre otras, sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737; 15 de febrero de 1996, exp. 9940; 19 de junio de 1997, exp. 11.875; 30 de octubre de 1997, exp: 10.958 y 5 de marzo de 1998, exp. 10.303





� Este se expidió en el marco de la conmoción interior ordenada mediante decreto legislativo 717 de 1996. contra dicho acto se realizó control inmediato de legalidad por la Sala plena del Consejo de Estado mediante sentencia proferida por la Sala plena el 17 de septiembre de 1996, radicado n°. CA -001, Consejero Ponente: Mario Alario Méndez.


� Diario oficial n°. 42.731 de 28 de febrero de 1996 expedido por el Ministerio del Interior, normas vigentes para la fecha de los hechos que se referían a las funciones de dicho Ministerio.


� La Sala ha reiterado sobre el deber de protección en cabeza de la Policía, entre otros eventos, que cuando  no se solicita expresamente dicha protección pero es evidente que la persona la necesitaba, en consideración a que existían pruebas o indicios conocidos que permitieran asegurar que la persona se encontraba amenazada o expuesta a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus funciones; Ver, entre otras, sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737; 15 de febrero de 1996, exp. 9940; 19 de junio de 1997, exp. 11.875; 30 de octubre de 1997, exp: 10.958 y 5 de marzo de 1998, exp. 10.303





� El artículo 1 de dicha ley establece: “Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las autoridades de la República y como cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida honra bienes, creencias y demás derechos y  libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Así mismo, para el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz”.





� Diario oficial n°. 42.163 de 26 de diciembre de 1995, expedido por el Ministerio de Defensa, normas vigentes para la fecha de los hechos,.


� En relación con la tasación de los perjuicios morales a favor de los hijos y esposa, ver sentencia REF.: EXP. No 20001-23-31-000-1997- 03454-01 (18.647), de 28 de febrero de 2011  C.P. RUTH STELLA CORREA PALACIO














